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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2009-00045-01
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
ALONSO SALAZAR MARTÍNEZ

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
El término de prescripción para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez se cuenta a partir de la calificación del estado de invalidez por parte de la entidad competente, NO a partir de la estructuración del estado de invalidez, que en todo caso siempre es anterior a la susodicha calificación. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0074
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los diez (10) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro de la tarde (04:00 p.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor ALONSO SALAZAR MARTÍNEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 17 de julio de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare que el señor ALONSO SALAZAR MARTÍNEZ tiene derecho a disfrutar de la pensión de invalidez de origen común y que como consecuencia de lo anterior, se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a pagarla a partir del 16 de abril de 2001, con el pago de los intereses moratorios o en subsidio la indexación de las condenas, lo ultra y extrapetita que  resulte probado y  las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que fue calificado por el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES por invalidez de origen común el 16 de marzo de 2007, con una calificación de pérdida de capacidad laboral de 62.00% cuya fecha de estructuración es el 16 de abril de 2001; que ha cotizado 924 semanas durante toda su vida laboral ante el Instituto de Seguros Sociales; que en virtud del principio de la condición más beneficiosa, le son aplicables las disposiciones contempladas en los Artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 de 1990; que el día 26 de agosto de 2008 solicitó a la entidad demanda el reconocimiento de la pensión de invalidez por cumplir con los requisitos legales, solicitud que transcurridos más de 4 meses no ha sido resuelta, quedando así agotada la vía administrativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos de la demanda, y afirma que otros tantos no son ciertos porque como obra en la Resolución N° 01204 de 2009, la densidad de semanas cotizadas es de 920 y no de 924, y que no le es aplicable el régimen anterior que le es más favorable, pues la transición está dispuesta solo en materia de pensión de vejez. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “FALTA DE CAUSA” y “EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió acceder a las pretensiones de la demanda pero declaró probada la excepción de prescripción respecto de las mesadas causadas antes del 26 de agosto de 2005, por lo que condenó al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez de origen común a favor del señor ALONSO SALAZAR MARTÍNEZ, con los intereses moratorios a partir del 26 de agosto de 2005 y condenar en costas a la parte demandada en un 100% a favor de la demandante.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que de acuerdo con la posición asumida por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 26 de julio de 2001, en relación al reconocimiento de la pensión de invalidez cuando se solicita la misma con aplicación de una normatividad anterior, en atención del principio constitucional de la condición más beneficiosa, es procedente reconocer la pensión al actor bajo los postulados del  Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, porque si bien no acreditaba los requisitos de la ley 100 de 1993, para acceder a esa prestación, bajo la norma anterior a esta – Acuerdo 049-, si los cumplía a cabalidad.
Declaró probada la excepción de prescripción respecto de las mesadas causadas con antelación al 26 de agosto de 2005, argumentando que como el derecho pensional se había reconocido a partir del 16 de abril de 2001, habían pasado más de tres años desde esa fecha y el día en que se elevó la reclamación administrativa -26 de agosto de 2008-, concluyéndose que había operado el fenómeno exceptivo.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandante  presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado aduciendo que el derecho a reclamar la pensión de invalidez nació para el actor, el 16 de agosto de 2007, fecha en que fue calificado por el Instituto de Seguros Sociales con invalidez de origen común, de manera que solo a partir del momento que la calificación se halle en firme, corre la prescripción extintiva, pues sólo desde ese instante tiene la posibilidad de reclamar la prestación económica,  por lo que no se debió declarar de ninguna manera la prescripción de las mesadas causadas con antelación al 26 de agosto de 2005.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿El término de prescripción para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez se cuenta a partir de la calificación del estado de invalidez por parte de la entidad competente, o a partir de la estructuración del estado de invalidez?  
3. Precedente jurisprudencial horizontal respecto a la fecha a partir de la cual empieza a correr el término prescriptivo para el reclamo de la pensión de invalidez:

Sobre el particular ya había tenido oportunidad de pronunciarse esta Colegiatura en la sentencia del 25 de julio de 2008, con Ponencia del Dr. JAIRO LONDOÑO JARAMILLO
 en los siguientes términos: 
Son claras las normas citadas al establecer que el término de prescripción se empieza a contar a partir del momento en el cual se hace exigible la respectiva obligación y ¿A partir de que fecha se hizo exigible la pensión de invalidez deprecada? En sentir de esta Colegiatura, sin lugar a dudas, la fecha de exigibilidad de la prestación deprecada no es otra que la del dictamen válidamente emitido, esto es, el 26 de junio de 2.007 [f.14], toda vez que es a partir de dicha calenda que el actor podía efectuar todas las acciones tendientes a que el Instituto de Seguros Sociales le reconociese su derecho pensional. Y no hay que pensar en que el término de prescripción corre desde que se estructuró la pérdida de capacidad laboral, porque ello corresponde a una conclusión científica, así que no coincide nunca con la de expedición del experticio y a esa circunstancia es ajeno el trabajador o cotizante, quien no tiene por qué sufrir tales consecuencias. Es decir, que el modo de razonar el juzgado lesiona enormemente los intereses del pensionado. (Negrilla nuestra). 
4. .- Caso concreto:  

Son pacíficos en el presente caso los siguientes supuestos fácticos:

· Que mediante dictamen proferido por el Instituto de Seguros Sociales el 16 de marzo de 2007, se determinó una merma laboral para el Sr. ALONSO MARTÍNEZ SALAZAR del 62.00% de origen común, teniendo como fecha de estructuración el 16 de abril de 2001.

· Que para reconocimiento de la pensión de invalidez del actor se aplicó el principio de condición más beneficiosa y en tal virtud su pensión la regula el Acuerdo 049 de 1990.

· Que a través de la sentencia objeto de censura se condenó al Instituto de Seguros Sociales al reconocimiento y pago a favor del demandante de la respectiva pensión de invalidez.

En realidad, el punto de discordia manifestado por el único apelante -parte demandante- tiene que ver con la fecha  de reconocimiento, liquidación y pago de la pensión de invalidez pues mientras la juez de primera instancia estableció que era a partir del 26 de agosto de 2005, el recurrente reclama la pensión a partir del 16 de abril de 2001.

La A quo sin desconocer la fecha de estructuración del estado de invalidez, que ciertamente lo fue el 16 de abril de 2001, en una interpretación errada del mojón a partir del cual debe empezar a contarse el término prescriptivo, consideró que lo era a partir de esa fecha y por eso, al cotejarla con la calenda de la reclamación administrativa -26 de agosto de 2008-, concluyó que se habían prescrito las mesadas pensionales de invalidez causadas con anterioridad al 26 de agosto de 2005. En otras palabras, para la juez de primer grado, el derecho a la susodicha pensión se hizo exigible a partir de su estructuración, cuando en realidad y tal como lo ha sostenido esta Sala, dicha prestación laboral solamente se hace exigible a partir del acto de calificación. Siendo ello así, como la calificación de invalidez se dio el 16 de marzo de 2007 por parte del Instituto de Seguros Sociales, la reclamación administrativa realizada el 26 de agosto de 2008, interrumpió el término prescriptivo y por esa razón no había lugar a declarar parcialmente probada la excepción de prescripción como se hizo en la sentencia recurrida.
En consecuencia y sin necesidad de hacer mayores análisis se revocará parcialmente el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia en lo relacionado con la prescripción y se modificarán los  numerales segundo y tercero para en su lugar, establecer que la fecha de reconocimiento y pago es el 16 de marzo de 2001. 

Ahora bien, no sucede lo mismo respecto a los intereses moratorios, por cuanto los fondos de pensiones – públicos y privados-, cuentan con un término para decidir la solicitud de pensión y una vez vencido el mismo sin que se decida y/o se pague, comienza a correr la mora para la entidad responsable.

En efecto, así lo declaró la Corte Constitucional en la Sentencia T-588 de 2003, que reza lo siguiente: 

 “El término máximo para decidir o contestar una solicitud relacionada con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes es de cuatro meses. Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de ahorro individual,  para el Seguro o para Cajanal". 
En consecuencia, si la solicitud de pensión en el presente asunto se hizo el 26 de agosto de 2008, la entidad contaba hasta el 26 de diciembre de ese mismo año para resolverla, comenzando la mora a partir del 27 de diciembre de esa anualidad, de manera que los intereses moratorios serían exigibles a partir de esa calenda.

No obstante, como la juez de primer grado los reconoció a partir del 26 de agosto de 2005, esta Sala debe respetar esa decisión de conformidad al Principio de la Reformatio in pejus, por ser la parte apelante la única apelante.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR parcialmente el numeral primero de la parte resolutiva de la sentencia proferida el 17 de julio de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor ALONSO SALAZAR MARTÍNEZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. En su lugar, DECLARAR no probada la excepción de Prescripción por las razones expuestas en la parte motiva de este fallo. 

SEGUNDO.- MODIFICAR los numerales segundo y tercero de la parte resolutiva de la citada sentencia en el sentido de establecer que el reconocimiento y pago de la mesada pensional de invalidez de origen común lo es a partir del 16 de marzo de 2001. Sin embargo, los intereses moratorios deben pagarse a favor del actor a partir del 26 de agosto de 2005, tal como lo dispuso la sentencia de primera instancia.
TERCERO.- Costas en esta instancia a cargo del Instituto de Seguros Sociales y a favor de la parte demandante.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Tribunal Superior de Pereira Sala Laboral, Sentencia del 25 de julio de 2008, Radicación No. 2008-00947-01, Acta No. 098, Demandante: Oscar Darío Londoño Franco, Demandado: Instituto de Seguros Sociales, M.P. Dr. JAIRO LONDOÑO JARAMILLO.





